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Reconocimientos 




			 




			Este libro fue escrito durante varias décadas de investigación y enseñanza de cursos de ciencia política en diversas instituciones, especialmente la Universidad Autónoma de Barcelona,  la Universidad Pompeu Fabra y el Consejo Superior de Investigaciones Científicas en Barcelona, el Instituto de Estudios Políticos de París y la Universidad de Bristol, la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales y el Centro de Investigación y Docencia Económicas en la  Ciudad de México, la Universidad de Chicago, la Universidad de New York y la Universidad de Georgetown en Washington. El mayor agradecimiento es a los varios miles de estudiantes  que han participado en mis clases, leído mis publicaciones y, más recientemente, la primera  edición del libro, sin los cuales esta obra no existiría. Entre las personas que apoyaron inicialmente mi docencia en las instituciones mencionadas quiero recordar a Francesc de Carreras, Josep M. Vallès, Joan Botella, Ramon Marimon, Andreu Mas-Colell, Xavier Calsamiglia, Salvador Giner, Jean Léca, Ligia Tavera, Benito Nacif, Blanca Heredia, David Laitin, Steven  Brams, Russell Hardin, Eusebio Mujal-León, Samuel H. Barnes, Jeff Anderson, George Shambaugh, Michael Bailey, así como a mis ayudantes recientes, Ashley Beale, Jorge Bravo,  Caity Brown, Luis Escattel, Jennifer Gandhi, Javier García-Arenas, James Maurer, Joan Ricart-Huguet. Acerca de la edición del libro debo mencionar a la editora de la versión original  en inglés en Oxford University Press, Jennifer Carpenter, una quincena de evaluadores anónimos y algunos colegas que han usado el libro en sus clases y me han hecho comentarios y  sugerencias de gran valor, incluidos Laia Balcells, Abdalla Battah, Keith Dowding, Humberto Llavador, Helen Margetts, Benjamin Reilly, Marta Reynal-Querol, James A. Robinson, Olga Shvetsova, Rein Taagepera y los editores de Ariel, Jaume Claret, Clara Pastor y Francisco Martínez. 




			



	    


	 	

	    

			 


            Introducción 




			 




			Este libro trata de política, una actividad que ha sido considerada una profesión noble, una ciencia triste o un arte clásico, según distintas perspectivas. En este libro se aborda el estudio de la política desde dos puntos de partida. En primer lugar, entendemos que la política es una actividad humana fundamental que persigue el interés común de los miembros de una comunidad o, en términos más clásicos, el «bien público». En segundo lugar, la política, como cualquier otra actividad humana, puede ser objeto de un conocimiento sistemático y fidedigno, según las normas de lo que en general llamamos «ciencia». Si no le preocupan en particular estas dos afirmaciones, puede saltarse los siguientes párrafos y pasar directamente al primer capítulo. En caso contrario, tal vez quiera dedicar unos minutos a leer las razones que me han llevado a adoptar este punto de vista. 




			 




			¿QUÉ ES LA POLÍTICA? 




			 




			Cuando el filósofo griego Aristóteles afirmó que «el hombre es un animal político», no quiso decir que al hacer política los seres humanos deberían comportarse como animales, guiados sólo por el instinto de lucha y dominio. Más bien al contrario: entendía que la política es una  de las actividades esenciales que distingue al ser humano de otros animales (junto con el arte, la religión y la ciencia). Sólo los seres humanos son capaces de cooperar por sus intereses comunes y de acatar reglas colectivas. Ciertamente, otras especies animales luchan por repartirse los recursos y pueden tener relaciones en las que unos pocos individuos dominan a los demás. Algunos llaman a esto política, aunque a lo sumo lo sería en el sentido más burdo del término. Más importante para comprender el significado y la importancia de la política es el hecho de que ningún animal excepto el humano es capaz de formar coaliciones y organizaciones estables, crear consejos y asambleas, deliberar y votar, tomar decisiones vinculantes sobre asuntos colectivos y vivir en grandes comunidades bajo normas compartidas. 




			No deberíamos confundir las metas colectivas de la política con las motivaciones privadas de los individuos implicados en esta actividad. Aunque algunos miembros de grupos de interés, activistas de partidos políticos y políticos profesionales con cargos públicos se muevan por la ambición de satisfacer sus deseos privados, incluidos la dominación y el disfrute del poder, la meta colectiva de su actividad es la provisión de bienes públicos. Pensemos por un momento en el mismo problema, pero en otra actividad fundamental del ser humano: el arte. Si bien los artistas pueden estar motivados por la búsqueda de la admiración y el aplauso, el objeto de la actividad artística no es la lucha por el aplauso sino, obviamente, la creación de obras de arte que puedan gustar al público, ya sean comedias o poemas, cuadros o edificios, canciones o películas. Análogamente, el objeto de la política, independientemente de las motivaciones privadas de sus actores, es la provisión de libertad, seguridad, justicia, medios de transporte, educación, asistencia sanitaria, entornos agradables y otros bienes similares a los miembros de la comunidad. 




			Dicho con mayor precisión, el objetivo de la política es la provisión de «bienes públicos», como los que acabamos de mencionar, por medio de la acción colectiva. Como se analizará en este libro, los bienes públicos son los que no pueden ser divididos en piezas o porciones separadas que puedan ser usadas por individuos diferentes, por lo que no pueden ser provistos sólo por el mercado u otros mecanismos privados. Puede considerarse que la provisión de bienes públicos, la cual requiere instituciones públicas, traza una línea divisoria entre los dominios de las actividades pública y privada y define el espacio propio de la política. Algunos bienes públicos pueden producir beneficios casi universales, como puede ser el caso, por ejemplo, de ciertos recursos naturales, el calendario y la red mundial, los cuales pueden ser provistos mediante la cooperación humana con poca estructura institucional. Pero muchos bienes públicos, como las obras públicas, las escuelas, la seguridad social y otros servicios, así como las políticas de impuestos para financiar estos bienes, implican redistribución de recursos entre diferentes miembros de la comunidad, por lo que comportan conflicto y competencia. 




			Todos los temas presentados en este libro pueden ser entendidos desde esta perspectiva fundamental. En las páginas siguientes analizaremos diferentes interacciones de cooperación y conflicto entre individuos y grupos, la competencia electoral entre partidos políticos y candidatos y la formación de coaliciones multipartidarias, así como diferentes formas de comunidad y de régimen políticos, incluidas la dictadura y la democracia, y las diversas fórmulas institucionales que se usan para la formación de gobiernos y la toma de decisiones colectivas. Todos estos comportamientos, organizaciones e instituciones pueden ser concebidos como mecanismos para la elección y provisión de bienes públicos. 




			 




			¿POR QUÉ CIENCIA? 




			 




			La política no es sólo una actividad práctica basada en la acumulación de experiencia directa. El proyecto de una ciencia o un conocimiento metódico de la política es tan antiguo como la política misma. Muchos iniciadores de las ciencias sociales modernas se refirieron al modelo de las ciencias de la naturaleza, a menudo con el objetivo de construir alguna variante de «física social». En la actualidad casi nadie cree que existan «leyes naturales» en la sociedad. Pero las interacciones humanas producen regularidades susceptibles de ser analizadas, como en las otras ciencias, mediante modelos y fórmulas estilizados. 




			Varias disciplinas han sido tomadas como referencia para ese empeño con respecto al estudio de la política. El dominio del derecho en los estudios políticos hasta principios del siglo veinte promovió la recolección de datos sobre los regímenes y las estructuras políticas en diferentes regiones y países del mundo, la cual proveyó un notable número de observaciones y comparaciones. No obstante, los análisis empíricos se confundieron con frecuencia con juicios normativos de valor. En un segundo período, a partir de mediados del siglo veinte, los estudios políticos se desarrollaron bajo la guía de métodos empíricos e inductivos importados de la sociología y la psicología. Esto promovió la adopción de técnicas cuantitativas y análisis estadísticos de las características sociales y el comportamiento político de la gente. En las décadas más recientes, una nueva influencia de la economía ha producido un florecimiento de modelos formales, refinamientos matemáticos y razonamiento deductivo en el estudio de la política. Todas estas contribuciones son en cierto modo acumulativas. El método científico requiere, sin duda, tanto observaciones empíricas y mediciones cuantitativas como modelos lógicos con hipótesis interesantes. Tanto el razonamiento inductivo como el deductivo son necesarios para desarrollar un análisis científico. Una investigación suele moverse desde la compilación de observaciones al esbozo de una hipótesis, desde éste a la recolección de un mayor número de observaciones relevantes e identificadas con precisión, de ahí a la revisión o el refinamiento de la hipótesis inicial, y así sucesivamente. 




			El progreso en el conocimiento de la política y la sociedad implica la acumulación de un conjunto de proposiciones acerca del comportamiento de las personas, sus consecuencias y las relaciones entre las instituciones que deberían tener validez general. Un modelo científico postula que existe una relación entre unas pocas variables claramente definidas y mensurables, como, por ejemplo, los bienes públicos, el gasto público, los grupos organizados, los partidos políticos, las reglas y los resultados electorales, los temas de la agenda pública, la duración de los gobiernos, el desarrollo, la dictadura, la democracia, la guerra o la paz, la estabilidad del régimen y la producción de políticas públicas. No olvide que las hipótesis deben estar formuladas con claridad, ser lógicamente coherentes y estar apoyadas por contrastaciones y observaciones empíricas. Lea el recuadro contiguo dedicado a «El método científico en política» para una mayor clarificación acerca de las condiciones de validez de los modelos científicos y su capacidad para predecir observaciones futuras. 




			A menudo se pide a los politólogos que expliquen las causas de los acontecimientos políticos y que ofrezcan su consejo para la toma de decisiones con respecto a políticas públicas o instituciones. Aunque estas dos tareas están fuertemente relacionadas, de hecho corresponden a dos profesiones diferentes: politólogo y político. Suponga, por ejemplo, que dos personas dicen lo siguiente: 




			 




			GABRIEL: Un alto número de partidos políticos reduce el grado de polarización política. 




			MARTA: Debería haber sólo dos partidos en el sistema para que hubiera gobiernos estables. 




			 




			Observe que Gabriel habla como un científico: dice como él ve las cosas. Marta, en cambio, habla como una política: dice cómo a ella le gustaría que fueran las cosas. Deberíamos distinguir estos dos tipos de enunciados. Una proposición científica implica una aserción sobre cómo son las cosas. Un juicio normativo juzga cómo las cosas tendrían que ser. 




			La diferencia entre los dos tipos de enunciados es que, en principio, podemos validar o refutar las proposiciones científicas mediante el examen de la evidencia. Podemos recoger datos sobre el número de partidos políticos en diferentes países, medir los sistemas de partidos tomando en cuenta el tamaño relativo de los partidos, estimar la distancia política o ideológica entre partidos mediante el escrutinio de sus comportamientos legislativos y gubernamentales, y establecer las relaciones apropiadas entre estos diferentes conjuntos de datos. En cambio, un juicio normativo requiere valores. Decidir si tener muchos o pocos partidos es bueno o malo comporta una elección a favor de la representación fiel, la estabilidad gubernamental, el consenso en políticas públicas o las oportunidades favorables para el cambio de políticas. Los enunciados científicos y normativos deberían estar relacionados, desde luego mucho más de lo que tiende a sospechar la gente ignorante y con opiniones fuertes. En la medida en que sepamos cómo son las cosas, podremos formular nuestro juicio sobre bases sólidas. La tesis de Gabriel de que un alto número de partidos reduce el grado de distancia y de polarización entre los partidos (porque cuando hay muchos partidos, éstos tienden a colocarse en posiciones relativamente «próximas» entre sí), si es cierta, puede inducir a Marta a cambiar su opinión favorable a tener sólo dos partidos aceptados en el sistema. Sin embargo, un juicio normativo no se basa sólo en el análisis científico. Al contrario, requiere tanto un análisis científico como una elección de valores, de modo que incluso si dos personas están de acuerdo en cómo son las cosas, pueden mantener opiniones diferentes sobre cómo deberían ser. 




			Así pues, los politólogos pueden estar de acuerdo en ver las cosas como son. De hecho, la ciencia política ha desarrollado un notable progreso en la comprensión de la política en los tiempos modernos, como veremos en este libro. Al mismo tiempo, los politólogos pueden diferir en su consejo, bien como consecuencia de diferencias no resueltas en el análisis científico, bien por una diferencia de valores difícil de superar. 




			La política práctica necesita ciencia, así como, por seguir con la analogía, incluso la práctica del arte requiere un conocimiento sistemático. Artes como pintar cuadros, componer música o realizar películas en parte se basan de manera innegable en habilidades y predisposiciones innatas, pero también en la formación y la práctica. Desde luego, los artistas se benefician de estudios metódicos, así como de la comprensión adquirida por los profesionales que les precedieron. Al igual que sucede en cualquier otro campo, las escuelas de arte no siempre logran producir buenos artistas, pero son decisivas para desarrollar las capacidades humanas apropiadas. 




			Del mismo modo, los cursos, las facultades y los textos de ciencia política deben proporcionar no sólo conocimiento y comprensión de los fenómenos políticos, sino también los mejores fundamentos para ejercicios aplicados. Así como la física es el mejor fundamento de la geología y la ingeniería, y la economía ha sido un sólido fundamento para la expansión de los programas de estudio de administración y dirección de empresas, un sólido conocimiento de la ciencia política debería ser la firme base para la práctica de la organización y el liderazgo, las campañas electorales, la toma de decisiones en el ámbito de las políticas públicas, la administración pública, los asuntos exteriores y otras actividades con una amplia proyección profesional. 




			 




			EL LIBRO 




			 




			Este libro ha sido concebido para llenar un vacío persistente entre los avances en la investigación y la enseñanza habitual en esta disciplina. Hemos avanzado mucho durante las últimas décadas, tanto en la investigación como en las publicaciones académicas, pero la docencia no siempre se halla a su altura. Como escribió uno de los evaluadores anónimos del manuscrito original de este libro, muchos profesores tienen que «asignar un manual que tiene muy poco que ver con lo que dicen en clase». 




			Los materiales que se presentan en este libro son sólo una selección de las muchas cosas que realmente sabemos. Mi selección se ha basado en la experiencia acumulada al enseñar este tipo de curso a estudiantes con formaciones variadas en cuatro países diferentes a ambos lados del Atlántico Norte durante más de treinta años. Al escoger lo que debía incluir y lo que no, he procurado aplicar criterios de simplicidad, utilidad práctica y relevancia histórica. Algunas de las cosas que he incluido puede que requieran mayores pruebas de su validez, pero he apostado por ellas debido a su relevancia y su consistencia con otros postulados bien establecidos. Tras esta Introducción encontrará un conjunto de «30 proposiciones en ciencia política», las cuales constituyen un sumario de los resultados presentados en el resto del libro. Están formuladas de un modo informal, aunque podrían convertirse en «teoremas» más formales y mejor demostrados. Ciertamente, podrían y deberían enseñarse muchos más conocimientos firmes y sólidos en otros cursos y en otros libros de texto. Tras escribir este libro tengo la fundada impresión de que en realidad sabemos muchas cosas. Muchas más de lo que se suele reconocer tanto dentro como fuera de la disciplina académica de la política. 




			El libro está estructurado en dos partes. En la primera se estudia la micro-política, es decir, los comportamientos de individuos y grupos. En la segunda, se estudia la macro-política, es decir, las estructuras y las instituciones. Esta división es convencional en ciencia política, así como en otras disciplinas de las ciencias sociales. Con respecto a la primera edición, se han añadido actualizaciones y nuevos materiales en la mayoría de los capítulos, especialmente sobre la teoría de juegos (cap. 4), la dictadura (cap. 13), la democracia (cap. 14), el desarrollo (cap. 15), los gobiernos de partido (cap. 19) y la gobernanza global (cap. 20), a la vez que se han descartado algunos gráficos y ejemplos y se han reordenado y reagrupado los capítulos en las dos partes del libro. 




			El libro puede usarse para un curso anual o dos cursos semestrales o trimestrales de ciencia política. Puede ser también útil para cursos generales de política en programas y estudios de filosofía política, derecho constitucional, economía política y estudios comparativos y de área. El grueso del libro es un texto con algunos párrafos destacados para ser retenidos en su mente o en sus apuntes y unas pocas fórmulas sencillas. Algunas ampliaciones y detalles técnicos se presentan en «Recuadros» separados que pueden ser usados discrecionalmente por el profesor según el nivel del curso. Hay también una serie de «Casos» o ejemplos dispares, pero intencionadamente relevantes, de países y lugares de diversas partes del mundo en períodos remotos y próximos. Una sección dedicada a las «Fuentes» reproduce fragmentos esclarecedores de textos seminales tanto de autores clásicos como de académicos modernos. Cada capítulo finaliza con una «Conclusión» en la que se resumen los resultados a los que se ha llegado y se reformulan las «Proposiciones» antes mencionadas. Luego sigue un «Resumen» y una lista de «Conceptos básicos» que merecen ser estudiados y releídos. Algunas «Preguntas de repaso» y «Problemas y Aplicaciones» pueden ayudar a seguir el curso (las soluciones se hallan a disposición de los docentes que las soliciten al autor). Finalmente, cada capítulo incluye una lista de «Lecturas» o referencias bibliográficas para apoyar los enunciados presentados, así como una atractiva oportunidad para estimular su curiosidad. Todos los «Conceptos básicos» se presentan también agrupados al final del libro por orden alfabético para ulteriores consultas. 




			 


			

			



			RECUADRO 




			EL MÉTODO CIENTÍFICO EN POLÍTICA 




			 




			Éste es un libro introductorio sin sofisticación matemática, pero está inspirado en una cierta noción de lo que es y debería ser un conocimiento científico de la política. La idea básica es que la realidad política, compleja y a veces aparentemente caótica, se puede captar y reproducir mediante «modelos» estilizados. 




			Cada modelo postula que existe una relación entre un pequeño número de variables. Señalemos que las variables en un modelo tienen que estar bien definidas con conceptos adecuados, como, por ejemplo, bien público, grupo de presión, líder, partido, activista, espacio político, ideología, estabilidad, democracia, guerra, regla de decisión, producción legislativa y otras que se presentan a lo largo de este  libro. Las variables seleccionadas deberían ser susceptibles de una observación precisa y, a ser posible, de una medición cuantitativa.  Muchas variables políticas se pueden medir, por ejemplo, con el número de individuos, el área, el número de gobiernos, el dinero, el tiempo, los votos, los escaños, el número de partidos, las «posiciones» políticas o la «distancia» ideológica, entre otras dimensiones. En las páginas de este libro encontrará una docena de índices para hacer mediciones cuantitativas de las variables políticas. 




			Para el investigador, la identificación de un problema interesante y  relevante para el estudio puede ser el resultado de una participación directa en la cuestión a analizar, de un estudio a fondo de un caso notable o de un programa de investigación más amplio. La formulación de hipótesis sobre las relaciones entre variables y las decisiones de la  gente suele requerir una intuición experimentada y educada o un cierto esfuerzo de imaginación intelectual. El criterio de parsimonia exige  la mejor relación posible entre el número de variables consideradas y el de observaciones a explicar. Si, por ejemplo, contamos con un buen  modelo para explicar la efectividad de un grupo de presión para satisfacer sus demandas como una función de la variable denominada «tamaño del grupo» (claramente mensurable) y esto es congruente con muchas observaciones empíricas, puede que sea «mejor», es decir, más eficiente y parsimonioso, que tratar de dar cuenta de cada una de  las incidencias por medio de una serie de numerosos acontecimientos  previos, factores y episodios casuales. 




			Se suele advertir que, en política, como en otras ciencias sociales, los modelos sólo son válidos en determinadas circunstancias. 




			Pero déjeme argumentar que muchas partes de nuestra comprensión de la política tienen tanta solidez y relevancia como el conocimiento acumulado en otras disciplinas bien consolidadas. Baste con mencionar uno de los modelos más sencillos y más divulgados de la economía. Cualquier libro de texto elemental nos dirá que en un mercado competitivo de bienes privados —pensemos, por ejemplo, en manzanas o en casas— hay un precio de equilibrio cuando las cantidades demandadas y ofrecidas son iguales. Esto se deriva ante todo de la observación generalizada de que las personas tienden a comprar menos, o como mínimo no más, de un bien cuando su precio sube, a lo cual se llama «ley de la demanda». Posiblemente habrá oído hablar de ella. Hoy forma parte del conocimiento corriente, aunque llevó varios siglos de pensamiento formularla con precisión y perspicacia. Por  mencionar un campo completamente diferente, estoy seguro de que recordará un modelo fundamental de la más preciada de las ciencias, la física: «la ley de la gravedad», que explica por qué los cuerpos caen  hacia abajo. 




			Modelos como éstos forman las bases de las ciencias «normales»  modernas, pero todo el mundo sabe que son crudas simplificaciones  de la realidad que se ajustan a observaciones empíricas sólo bajo circunstancias concretas, muy bien definidas, pero relativamente poco frecuentes. En las observaciones diarias, no emergen precios de equilibrio porque determinados bienes (como la vivienda, antes mencionada, como un caso particularmente fuerte) no son tan móviles o las personas no tienen una información tan buena sobre las oportunidades que ofrece el mercado como supone el modelo. Asimismo, los cuerpos  caen del modo predicho sólo en un «vacío perfecto», pero para medir  y predecir cada episodio concreto, es preciso estimar el viento, la resistencia del aire o la «fricción» y otras condiciones. Sin embargo, los consumidores individuales, las familias, las empresas, los comerciantes y los gobiernos se extraviarían si no supieran lo esencial de la teoría de los precios, al igual que sucedería con los ingenieros, los albañiles, los fontaneros, los pilotos de líneas aéreas y, en general, con todos nosotros si tratáramos de prescindir de la ley de la gravedad. 




			Como en cualquier otra ciencia, los modelos en política no predicen el futuro en un sentido incondicional. Sólo afirman que, si se cumplen ciertas condiciones, entonces es probable que se den ciertos resultados. Para predicciones concretas, los modelos tienen que estar sujetos a limitaciones territoriales y temporales y a otros condicionamientos del comportamiento humano. Es más, las personas pueden  cambiar a propósito ciertas «variables». En realidad, cuantos más conocimientos de ciencia política tenga una persona, más puede ser capaz de manipular ciertos escenarios con la intención de alcanzar resultados deseables. Pero con los incentivos apropiados, las decisiones  de los actores para alterar las situaciones políticas pueden tener un efecto en las relaciones estructurales y, por tanto, son indispensables para dar cuenta de los resultados colectivos esperados. Todo esto no niega, sin embargo, el carácter científico de este tipo de modelos. Más  bien al contrario, la conducta intencional sólidamente fundada puede ser la principal confirmación de su validez porque implica una conciencia de sus repercusiones y consecuencias potenciales. 




			Todos los modelos deberían ser susceptibles de ser sometidos a contrastaciones empíricas. Un modelo puede ser validado o invalidado por diferentes medios, incluidos los siguientes procedimientos que podrá estudiar en cursos más avanzados: 




			 




			• La narrativa analítica y los experimentos de laboratorio para analizar un caso e identificar los mecanismos explicativos. 




			• El método comparativo para pequeños números de observaciones bien seleccionadas. 




			• El análisis de regresión y otras técnicas estadísticas para grandes números de observaciones. 




			 




			Las contrastaciones empíricas pueden llevar a validar, reformular o descartar hipótesis sobre las relaciones entre las variables y las decisiones de las personas. Esto permite la acumulación de conocimiento, que es un sinónimo de progreso científico. 




			




	    


	 	

	    

			 


            Algunas cosas que sabemos: 


			

			30 proposiciones en ciencia política 




			 




			Se recogen aquí de un modo informal treinta proposiciones y resultados que se presentan a lo largo del libro y se resumen en la «Conclusión» de cada capítulo. En una primera lectura de esta sección podrá darse cuenta de la amplitud de los conocimientos acumulados, aunque ésta es sólo una selección parcial de las muchas cosas que sabemos de política. Debería volver a esta sección tras estudiar este curso, a modo de revisión de los resultados sustantivos que habrá tenido ocasión de aprender. 




			 




			MICRO-POLITICA. COMPORTAMIENTOS 




			 




			Bien público 




			A diferencia de los bienes privados, los bienes públicos son indivisibles y no pueden ser provistos satisfactoriamente por el mercado u otras iniciativas privadas. La provisión de bienes públicos requiere cooperación o coerción, ya sea por medio de la acción colectiva o de un gobierno efectivo. 




			 




			Tamaño del gobierno 




			La demanda de bienes públicos y los niveles relativos de gasto público del gobierno han tendido a aumentar con la prosperidad económica, la estabilidad institucional y la democracia. 




			 




			Acción colectiva 




			Los miembros de comunidades o grupos de interés pequeños, concentrados y homogéneos tienen más incentivos para cooperar y participar en acciones colectivas que los miembros de grupos grandes, dispersos y heterogéneos. Los grupos pequeños tienden a conseguir mayor acceso a recursos en la arena pública, a costa de los grupos grandes. 




			 




			Voz versus salida 




			La acción colectiva por la promoción de intereses colectivos o «voz» se debilita y puede fracasar si la acción rival de «salida» en busca de un proveedor alternativo es menos costosa y conlleva una mayor probabilidad de dar acceso a bienes públicos. 




			 




			Dilema del prisionero 




			El «Dilema del prisionero», que es el modelo más famoso de la teoría de juegos, puede tomarse como una representación de la estructura básica de los problemas de la acción colectiva para la provisión de ciertos bienes públicos. En este juego cada actor tiene incentivos para no cooperar, lo cual puede producir un resultado ineficiente en el que todos los participantes están peor que si cooperan. 




			 




			Cooperación sostenida 




			En interacciones del tipo Dilema del prisionero, puede emerger una cooperación sostenida si los actores aplican la estrategia de empezar cooperando y pagar a los demás con la misma moneda —también llamada «toma y daca»—. La cooperación mutua es más probable cuanto mayor es la incertidumbre acerca de la duración de la relación colectiva y mayor el número de interacciones. 




			 




			Cooperación unilateral 




			En contraste con los problemas de cooperación en juegos del tipo Dilema del prisionero, la provisión y reproducción de bienes «continuos», como los relacionados con problemas medioambientales que tienen un umbral de catástrofe o con resultados cooperativos altamente gratificantes, pueden ser provistos parcialmente mediante la cooperación unilateral. 




			 




			Liderazgo 




			La acción colectiva de las comunidades y los grupos de interés puede desarrollarse gracias al liderazgo. Los líderes distribuyen los costes de la acción entre los miembros del grupo para proveer bienes públicos, mientras que, en contrapartida, los seguidores pueden dar a los líderes votos o apoyo y permitirles que disfruten de los beneficios del poder, la fama, los ingresos y una carrera política. 




			 




			Oligarquía de partido 




			Los partidos políticos son organizaciones que exponen propuestas de políticas públicas, seleccionan personal político y compiten por el poder. Una organización política tiende a convertirse en una «oligarquía», es decir, tiende a estar dominada por líderes o políticos profesionales que persiguen votos y cargos. 




			 




			Activistas extremos 




			Los activistas políticos voluntarios o militantes promueven posiciones políticas o ideológicas más «extremas» que los líderes del partido e incluso que los votantes. 




			 




			Votante mediano 




			En elecciones en las que sólo compiten dos partidos, éstos pueden tener incentivos para aproximarse mutuamente en sus posiciones políticas o ideológicas. Una vez convergen en torno a la preferencia del votante mediano, ninguno de los dos partidos tiene incentivos electorales para alejarse del otro. 




			 




			Ventaja del gobierno 




			La competencia electoral es asimétrica entre el gobierno y la oposición. El partido en el gobierno puede obtener ventaja en la competencia electoral mediante la introducción de temas selectos en la agenda pública, así como mediante el suministro o el escamoteo de información sobre su desempeño en el gobierno para conseguir credibilidad. 




			 




			Propiedad de temas 




			Un tema deja de ser controvertido cuando los partidos convergen en sus posiciones y se forma un nuevo consenso en torno a una política pública. Pero un partido puede tener ventaja y «poseer» un tema si su desempeño gubernamental en el pasado le ha dado crédito para la toma de decisiones. En las campañas electorales, los partidos y candidatos rivales tienden a dar énfasis a diferentes temas políticos, según la diferente «propiedad» que tengan sobre los temas y su ventaja relativa. 




			 




			Coaliciones mínimas 




			Los sistemas multipartidistas tienden a producir coaliciones poselectorales, las cuales suelen tener el tamaño mínimo suficiente para gobernar y estar formadas por socios situados en posiciones contiguas en el espacio político-ideológico, incluido el partido del votante mediano. 




			 




			Duración de los gobiernos  




			Los gabinetes mayoritarios con un solo partido tienden a durar más que los gabinetes de coalición multipartidista o los de minoría. 




			 




			MACRO-POLITICA. INSTITUCIONES 




			 




			Lo pequeño es democrático 




			Las comunidades pequeñas, que tienden a ser relativamente armónicas en términos económicos y étnicos, tienen ventajas comparativas para gozar de formas de gobierno suaves y democráticas. En tiempos recientes han proliferado los pequeños países independientes, con lo que el tamaño medio de los países ha disminuido. 




			 




			Soberanía estatal 




			Los estados modernos, empezando por las monarquías absolutistas, se han atribuido la soberanía, es decir, el monopolio interno del poder dentro de unas fronteras bien definidas. Durante varios siglos, el principio de no injerencia en los asuntos de los otros estados fue sustituido por guerras inter-estatales cada vez más frecuentes y letales. 




			 




			Gobernanza multinivel 




			Son necesarios múltiples niveles de gobierno, incluidos los niveles local, estatal y global, para una provisión eficiente de bienes públicos a diversas escalas territoriales. 




			 




			Una federación necesita muchas unidades 




			El autogobierno local democrático y la provisión de bienes públicos a gran escala pueden ser compatibles por medio del federalismo. Las federaciones con muchas unidades, en las que ninguna unidad es suficientemente grande para dominar, tienden a sobrevivir y durar. En cambio, las federaciones con sólo dos unidades tienden a fracasar, ya que suscitan bien la absorción de la unidad pequeña por la grande, bien la secesión de la unidad pequeña y habitualmente dominada. 




			 




			Las dictaduras fracasan y caen 




			Las dictaduras tienen gobernantes auto-designados que detentan el poder por medio de la coerción y la violencia. Pueden sobrevivir sobre la base de la represión y de su desempeño sustantivo, ya sea económico o de otro tipo. Pero también tienden a caer como consecuencia de fracasos, como una derrota militar, una crisis económica o la muerte del dictador. 




			 




			El desarrollo favorece la democracia 




			El desarrollo económico favorece la viabilidad de los regímenes democráticos porque tiende a reducir la polarización económica y social y la intensidad de los conflictos redistributivos. 




			 




			La democracia favorece el desarrollo 




			La democracia se basa en la libertad y en elecciones periódicas de los gobernantes. Puede favorecer el desarrollo económico porque está fuertemente asociada a la vigencia del derecho y es más competente en la provisión de bienes públicos. Cuanto más dura un régimen democrático, menos probable es que una dictadura pueda reemplazarlo. 




			 




			Paz democrática 




			Los estados democráticos tienden menos a combatirse entre ellos y a iniciar guerras que las dictaduras. 




			 




			Bipartidismo con mayoría 




			Las elecciones de presidente y de otros cargos unipersonales por la regla de la pluralidad o mayoría relativa están asociadas al dominio de un solo partido o a dos partidos en competencia. 




			 




			A más escaños, más partidos 




			En las elecciones de asambleas y parlamentos, un tamaño grande de la asamblea y un alto número de escaños en cada distrito están asociados a un alto número de partidos políticos. 




			 




			Regla de Micro-mega 




			Cuando se eligen reglas electorales, los partidos grandes prefieren asambleas pequeñas y distritos pequeños con la regla de la mayoría relativa, mientras que los partidos pequeños prefieren asambleas grandes y distritos grandes con representación proporcional. 




			 




			Concentración de poder 




			Un gobierno de un solo partido promueve una alta concentración de poder. En cambio, la representación proporcional, las elecciones separadas para diferentes cargos y la división de poderes tienden a producir un gobierno dividido. 




			 




			Más partidos, más estabilidad 




			Cuantos más partidos participan en un gobierno parlamentario o pueden apoyar o bloquear un gabinete presidencial, menos cambio o inestabilidad de políticas públicas cabe esperar.  




			 




			La heterogeneidad crea complejidad 




			Cuanto mayor es la homogeneidad de intereses en un bien público, más simple puede ser la institución que la provea; cuando más conflictiva es la provisión, especialmente a una escala amplia o global, más complejas son las fórmulas institucionales necesarias. 




			 




			Trilema mundial 




			Existe una tensión entre la soberanía estatal, la democracia y la globalización, la cual requiere nuevas fórmulas políticas e institucionales. 




			



	    


	 	

	    

			 


            I. 




			 




			MICRO-POLÍTICA. 


			

			COMPORTAMIENTOS 




			



	    


	 	

	    

			 


            1 




			Bien público 




			 




			El objeto de la política es la provisión de bienes públicos. A lo largo de los siglos, han sido muchos los pensadores —teólogos, filósofos, revolucionarios o académicos— que han tratado de identificar el fin de vivir en comunidad como «el bien público» o «el bien común». En el enfoque que proponemos en este libro, el objeto de la política se concibe como un conjunto de «bienes públicos» que los miembros de la comunidad proveen y usan. 




			Empezaremos este capítulo con la definición y el estudio de qué es un bien público. En cierto sentido, se trata de algo que los miembros de la comunidad quieren, pero no pueden conseguir sólo por sus propios medios individuales, como, por ejemplo, la seguridad, la justicia, las carreteras, las escuelas, el aire limpio. La provisión de bienes públicos requiere un esfuerzo coordinado, ya sea por medios voluntarios o coercitivos. Mediante el concepto de bien colectivo o público en contraposición a bien individual o privado, podemos trazar una línea divisoria racional entre el ámbito de la actividad política y el de los asuntos privados. El objetivo más fundamental de la política es hacer factible la provisión de bienes públicos para la mejora y el bienestar de los miembros de la comunidad. 




			



	    


	 	

	    

			 




            EN ESTE CAPÍTULO 




			 




			Aprenderemos a distinguir entre bienes públicos y bienes privados. 


			 




			Analizaremos por qué resulta tan difícil hacer que la gente contribuya de manera voluntaria a la provisión de bienes públicos. 


			

			Descubriremos qué es la «tragedia de los comunes». 


			 




			Reflexionaremos sobre las similitudes y las diferencias entre salvar la  atmósfera y los océanos, progresar en la investigación, tener una moneda común y construir carreteras y aeropuertos. 


			 




			Consideraremos por qué el gasto público se expande con el tiempo. 


			 




			Empezaremos a pensar la política como un conjunto de normas y decisiones para la provisión de bienes públicos. 




			



	    


	 	

	    

			 




            BIENES PÚBLICOS 




			 




			Todo individuo que vive en una comunidad obtiene a través de sus propios medios privados algunos bienes para satisfacer necesidades básicas como comer, vestirse, tener un techo y medios de transporte. Bienes como los alimentos, los vestidos, las viviendas y los coches se pueden utilizar en unidades separadas y, por tanto, los individuos pueden acceder a ellos por medio de la compraventa o la negociación para alcanzar acuerdos con otras personas. Se trata de bienes divisibles que son susceptibles de ser proporcionados y consumidos por medios privados. 




			En cambio, los bienes públicos son los que no pueden dividirse en porciones o partes separadas para que las usen individuos diferentes. Bienes como el mar, la defensa de la comunidad de un ataque externo, un sistema de pesos y medidas, una carretera o una señal de tráfico, un museo o un parque público, por mencionar sólo unos pocos ejemplos, no están hechos para que sean apropiados y usados en privado, sino precisamente para proporcionar beneficios, ser compartidos y usados por mucha gente. La cuestión es que los bienes públicos pueden no ser obtenidos o mantenidos por los ciudadanos individuales sin instituciones adecuadas que les lleven a contribuir a su provisión o preservación. Ciertamente, los miembros de una comunidad pueden contribuir a hacer que los bienes públicos estén disponibles mediante ciertos modos de conducta, su acción, su trabajo o su dinero. Pero cada individuo puede esperar que tendrá acceso a los bienes públicos, aunque no contribuya a su provisión. 




			Piense, por ejemplo, en la carretera que pasa por delante de su casa. Todos los vecinos de la ruta querrán que esté limpia y bien pavimentada. Sin embargo, cada uno espera que podrá usarla al igual que cualquier otro transeúnte sin hacer ningún esfuerzo personal. Todos nos enfrentamos a dilemas similares en lo relativo a otros medios colectivos de comunicación, seguridad, conocimiento y salud. Como el filósofo griego Aristóteles observó hace muchos siglos, «lo común a muchos obtiene poco cuidado, porque todos los hombres se preocupan más de lo que es suyo que de lo que otros comparten con ellos, a lo cual prestan menos atención que la que corresponde a cada uno». 




			 




			Indivisibilidad 




			 




			Los bienes públicos son indivisibles. Las definiciones habituales de los bienes públicos hacen hincapié en que son ofrecidos de manera conjunta a todos los individuos interesados en usarlos. La carretera que antes hemos mencionado como un ejemplo elemental la puede usar todo el mundo y más de una persona a la vez. Diferentes personas que van por la ruta no usan partes diferentes de la carretera; todas y cada una pueden utilizar toda y la misma carretera. Cuando un bien no puede dividirse en pedazos o porciones para que los utilicen diferentes individuos, ni los mercados privados ni la negociación pueden asegurar que el bien en cuestión sea provisto en la cantidad por la que la gente estaría dispuesta a pagar. En este caso, para satisfacer el interés de la gente en el bien se necesita cooperación o coerción, lo cual comporta en general compromisos creíbles, reglas y normas que se cumplan de manera efectiva o una autoridad vinculante. 




			Imaginemos que en las inmediaciones de una pequeña localidad se ha establecido una nueva fábrica y que la empresa está interesada en disponer de una vía de acceso adecuada para que los camiones puedan cargar y descargar las mercancías. Todos los habitantes de la localidad cuentan con beneficiarse de una carretera así tanto para su transporte privado como para hacer factibles otras actividades comerciales. Sin embargo, a la empresa le resultará muy difícil reunir contribuciones de todos los beneficiarios potenciales porque todos y cada uno pueden esperar que tendrán acceso a la nueva carretera con independencia de su contribución. Los bienes públicos, como las carreteras, son bienes que la gente puede que quiera tener, pero no puede conseguirlos en el nivel deseado a través de intercambios privados optativos. Requieren de una amplia cooperación que suele ser inducida por algún liderazgo o autoridad. 




			Supongamos ahora que una banda de malhechores actúa en un vecindario donde entran a robar en las casas, ensucian las calles y molestan a los transeúntes. Los vecinos pueden estar interesados en contar con una patrulla de vigilancia capaz de impedir que visitantes indeseados causen algún tipo de daño. El coste de una patrulla de este tipo, bien en términos de participación de los vecinos en rondas de vigilancia, bien en el dinero necesario para pagar a un selecto grupo de tipos fuertes que realicen la tarea, puede ser inferior al daño esperable que cause la banda. Así, una iniciativa privada consistente en organizar patrullas de vigilancia podría encontrar rentable el trabajo. Sin embargo, cualquier empresario privado tendría problemas para reclutar vecinos que hicieran los turnos o para recaudar dinero para el servicio porque cada ciudadano individual espera beneficiarse de la vigilancia colectiva, aunque no contribuya a ella. Los bienes públicos, como la protección y la seguridad, son colectivamente deseables, pero no son rentables en términos privados, por lo que no pueden ser provistos por medios individuales. 




			 


			Externalidades 




			 




			Un bien público es un fracaso del mercado, es decir, algo que el mercado no llega a proveer en la cantidad deseada. Otro tipo de fracaso de mercado, que los economistas suelen llamar «externalidad», puede entenderse también como un bien público. Una «externalidad» no es más que el efecto externo de cierta acción de unas personas sobre la satisfacción o utilidad de otras.  




			Un efecto negativo externo bien conocido de ciertas actividades industriales y de transporte es la polución del aire. Podemos considerar este efecto como un mal público que se puede sustituir por un bien público. El mal colectivo de la polución es el humo, mientras que el bien público correspondiente es el aire limpio. Un esfuerzo colectivo o una autoridad vinculante pueden, por tanto, proporcionar aire limpio haciendo que los productores se comporten de un modo diferente que pueda reducir el efecto externo negativo de su industria o compensar a quienes la padecen por la actividad productora de humo que realiza. De hecho, algunos gobiernos venden permisos para contaminar o imponen cuotas o multas a las compañías que contaminan y utilizan el dinero recaudado para financiar medidas que renueven y protejan el medio ambiente. 




			La acción de la banda de maleantes que hemos mencionado antes tiene un efecto externo negativo sobre los habitantes del vecindario. La difusión del crimen imprevisible y amenazador es un «mal» público. En cambio, una ronda de vigilancia tiene un efecto externo positivo en la población. La seguridad es un bien público. El hecho de que una autoridad pueda eliminar o compensar las «externalidades» negativas supone que los «males» públicos también se pueden eliminar o compensar y que los bienes públicos, por tanto, se pueden proveer y disfrutar. 




			En un modelo ideal, las organizaciones y los gobiernos pueden proporcionar bienes públicos al nivel deseado en la medida que pueden alcanzar las siguientes condiciones: 




			 




			• Cada individuo en la comunidad contribuye, ya sea con esfuerzo personal o con dinero. 




			• La cantidad de bien público provisto depende de la suma de las contribuciones de los individuos. 




			• Todo el mundo puede usar todo el bien público provisto. 




			 




			PRUEBA RÁPIDA 




			 




			• Defina los bienes públicos y los bienes privados, y dé dos ejemplos de cada uno. 




			 




			

			FUENTES 




			 




			Bienes privados y bienes públicos 




			 




			«La mayor parte de las artes y profesiones en un estado son de tal naturaleza que al servir al interés general de la sociedad, son al mismo tiempo útiles y agradables a algunos de los miembros que la componen. En este caso, la regla constante de la autoridad, salvo quizá en el primer momento en que se introduce cualquier arte, consiste en dejar la profesión a su albur y confiar su fomento a quienes sacan provecho de ella ... Pero también hay actividades que, si bien son útiles y aun necesarias en un estado, no procuran  ninguna ventaja ni placer particular a ningún individuo y el poder supremo está obligado a alterar su conducta en relación con quienes se dedican a estas profesiones. Es preciso darles público aliento y subvenir a su subsistencia y se debe velar porque no caigan en aquella negligencia a la que se hallarían naturalmente sujetas, ya sea vinculando a la profesión honores particulares o estableciendo una subordinación de las categorías y una estricta dependencia, o mediante cualquier otro recurso. Las personas empleadas en las finanzas, el ejército, la marina y la magistratura son ejemplos de este orden de hombres.» 




			David Hume, 


			

			Historia de Inglaterra (1759-1762) 




			 




			«Supongo explícitamente dos categorías de bienes: bienes ordinarios de consumo privado (x1, ... xn) que pueden ser divididos entre distintos individuos (1, 2, ... i, ... s) según la relación Xj = SXi; y bienes de consumo colectivo (X n+1... Xn+m) que todos disfrutan en común en el sentido de que el consumo de ese bien por cada individuo no lleva a ninguna disminución o resta del consumo de ese bien en otro individuo, de modo que simultáneamente Xn+j = Xi para todos y cada i-enésimo individuo y cada bien de consumo colectivo... Ningún sistema de precios descentralizado sirve para determinar óptimamente los niveles de consumo colectivo [que son] posibles para la primera categoría de bienes “privados” a los que se aplican los precios ordinarios de mercado y que no tienen los “efectos externos” esenciales en la noción misma de bien de consumo colectivo.» 




			 




			Paul A. Samuelson, 


			

			The Pure Theory of Public Expenditure (1954) 




			


			

			 




			TIPOS DE BIENES PÚBLICOS 




			 




			Las formas de provisión de bienes públicos dependen en parte de las características de los diferentes tipos de bienes. En concreto, para diferentes bienes, la utilidad individual de sus usuarios puede aumentar, disminuir o ser la misma cuando cambia el número de usuarios. Todos estos bienes pueden ser proporcionados a un nivel eficiente, pero pueden requerir diferentes medios institucionales. 




			En primer lugar, ciertos bienes, que podemos denominar bienes en red, brindan beneficios potenciales más elevados a cada usuario cuanto mayor es el número de usuarios. Esto sucede, por ejemplo, con las lenguas, los sistemas de pesos y medidas, las monedas y la red. Cuanto mayor es el número de personas que hablan una lengua común, más amplias son las oportunidades que cada hablante tendrá de comunicarse; cuanto más numerosas son las comunidades que adoptan una moneda común, más frecuentes y variados son el comercio y los intercambios que cada individuo puede hacer a unos costes de transacción bajos; cuanto mayor es el número de páginas de internet, blogs y enlaces, mayor es la cantidad de información y mayor el número de comunicadores potenciales de que puede disfrutar cada usuario de la red. La provisión de estos bienes requiere poca gobernanza, la cual puede ser organizada por los propios usuarios o tomada prestada de alguna estructura externa. Deberíamos sentirnos felices de tener la oportunidad de disfrutar de estos bienes públicos, aunque están poco estudiados precisamente porque su preservación no comporta arduos problemas organizativos o institucionales. 




			Los bienes públicos puros son los que puede utilizar una persona sin alterar la satisfacción o la utilidad para los demás. Ejemplos de bienes públicos puros son los descubrimientos científicos, la seguridad y la defensa, los cuales permiten que un número cada vez mayor de usuarios se beneficie de la misma provisión del bien. Desde luego un teorema matemático no deja de ser útil o se vuelve menos verdadero si aumenta o disminuye el número de personas que lo conocen; de igual manera, las baterías de defensa antiaérea protegen a una ciudad de los ataques externos con independencia del número de habitantes y residentes temporales que tenga la ciudad, etcétera. La provisión de estos bienes se enfrenta al desafío de que ciertos usuarios potenciales tal vez no deseen contribuir a sus costes, precisamente porque pueden disfrutar del bien sin ser discriminados. 




			Por último, los bienes públicos con rivalidad adolecen de congestión potencial. Cuanto mayor es el número de las personas que usan una carretera, menor es la utilidad obtenida por cada usuario, por ejemplo, porque a medida que el número de coches es mayor, la circulación se hace más lenta y puede llegar a colapsarse. Entre los usuarios potenciales de estos bienes hay rivalidad. Si es facilitado a todos los usuarios potencialmente interesados, el uso del bien por una persona disminuye la satisfacción obtenida por otras cuando utilizan aquel bien al mismo tiempo. Algunos bienes públicos con rivalidad son el aire limpio, las carreteras y las autopistas, los túneles y los puentes, los aeropuertos, las escuelas y los hospitales. Estos bienes son vulnerables a la polución, los atascos, las colas, las aglomeraciones, los retrasos, la congestión y el colapso. Más allá de la capacidad límite de cada bien congestivo, puede que ningún individuo pueda utilizarlo. En los siguientes párrafos analizaremos los problemas que comporta la provisión de este tipo de bienes. 




			 




			Bienes de club 




			 




			Un mecanismo crucial para solucionar el problema de la rivalidad es la exclusión de ciertas personas del acceso al bien público. Pensemos, por ejemplo, en un concierto de música pop. Si, con motivo de una fiesta local, el ayuntamiento lo organiza al aire libre en la plaza mayor con entrada gratuita para todo el mundo, será un bien público congestivo; un número excesivo de asistentes puede hacer que resulte difícil escuchar y ver, y reduzca la satisfacción de cada espectador individual. El traslado del concierto a un teatro y el pago de entrada para verlo, o su retransmisión a través de la televisión local por cable, que comporta cierto grado de privatización del bien público, reducirán la rivalidad. Pero ello influirá en la satisfacción o utilidad para la gente. Algunas personas que detestan las masas preferirán el concierto en un teatro o en una pantalla, pero a otros, en cambio, les pueden resultar más agradable la experiencia del espectáculo de masas. En cualquier caso, aquellos que quedan excluidos del teatro o de la proyección por cable se sentirán, sin duda, frustrados. 




			El hecho de excluir a algunos usuarios potenciales implica la introducción de un precio, ya sea en la modalidad de peajes, entradas u otros mecanismos. Se puede introducir un precio mediante una orden coercitiva, la creación de derechos de propiedad privada o la transferencia de servicios a empresas privadas bajo regulación y control públicos. La exclusión de algunas personas del acceso a bienes públicos con rivalidad reduce la congestión para los individuos incluidos. Puede asimismo comportar la creación de bienes de club, es decir, bienes públicos que sólo pueden utilizar los «miembros» del club. 




			La rivalidad se puede reducir para los faros, las autopistas y los puentes mediante la imposición de peajes a los barcos y los vehículos; para las escuelas y las universidades, mediante el pago de matrículas, y para los hospitales y la asistencia sanitaria, mediante el fomento de los seguros privados. Al mismo tiempo, se puede otorgar un acceso no discriminatorio a las personas más interesadas mediante vales, becas, subvenciones, pases de entrada o exenciones. 




			Lamentablemente, la exclusión o privatización también es factible con respecto a los bienes públicos sin rivalidad, a los que todo el mundo puede acceder sin pérdida de satisfacción. Si alguien —pongamos, por ejemplo, el gobierno de China— trata de privar a la gente del acceso a la red, no es porque busque una solución a un problema de congestión de un bien público, que no existe en este caso, sino para impedir que la gente lo use. Para bienes exentos de rivalidad o no congestivos, como el conocimiento, la exclusión es sólo un modo de proveer un mal público. 




			 




			Los comunes 




			 




			Un problema más difícil se plantea en el caso de un subtipo concreto de bienes con rivalidad o congestivos que no son excluibles. En el caso de bienes con rivalidad como la atmósfera, ciertas especies animales con valor comercial, las aguas no contaminadas, los pozos, los pastos y los bosques, el número de usuarios potenciales es grande, pero puede que sea imposible excluir a nadie. Esto configura la llamada «tragedia de los comunes». Dado que no se requiere que todos paguen por su uso, estos bienes tienden a ser utilizados en exceso. Puede que, sin embargo, ningún usuario tenga incentivos para abstenerse de manera unilateral dado que cada uno es sólo una pequeña parte de la comunidad. La tragedia surge cuando el bien común se puede extinguir. Si el aire se carga de gases nocivos, puede llegar a ser irrespirable; si la pesca y la caza no están limitadas, un número cada vez más reducido de peces, ballenas y elefantes pueden ser incapaces de reproducirse al ritmo suficiente para garantizar la supervivencia de la especie; si se abusa del agua, el reciclado natural se reduce y los ríos y lagos pueden secarse. 




			Una vez más, forzar cierto tipo de divisibilidad, en caso que sea factible, puede restablecer la posibilidad de que la oferta se mantenga por medios privados. Por ejemplo, ciertas especies como los búfalos y los toros han sobrevivido y prosperado gracias al hecho de que fueron criados en ranchos y cortijos, en vez de correr libremente por praderas y desiertos. Asimismo, las autoridades públicas pueden distribuir licencias de caza que únicamente se pueden utilizar en el interior de áreas protegidas. La privatización puede hacer que el ganado colectivo amenazado se convierta en un conjunto de animales individuales a salvo. 




			También pueden ser factibles otras soluciones más allá de la mera coerción. Si el número de personas implicadas en un problema de bienes comunes es pequeño, pueden negociar y alcanzar un acuerdo. Así sucede en el ejemplo clásico de los vecinos a ambos lados de una valla en relación con el uso de la reserva de agua en el subsuelo de las dos propiedades. Pero para los bienes indivisibles que pueden ser usados por grandes grupos, los costes de compartir información, negociar y vigilar el cumplimiento de los acuerdos y regulaciones relativas a la distribución apropiada de los derechos de uso pueden resultar insalvables.  




			De todos modos, el autocontrol coordinado entre las personas involucradas puede ser fructífero si se cumple una serie de condiciones favorables. Entre éstas se incluyen: el establecimiento de límites claramente definidos a la disponibilidad del bien común; derechos bien distribuidos entre todas las partes que participan en las regulaciones colectivas; la posibilidad para la comunidad de controlar el cumplimiento de los acuerdos y castigar a los que los infrinjan, y la disponibilidad de mecanismos de bajo coste para resolver las disputas. Son muchos los casos de  prados, bosques, pesquerías, comunidades de regantes y otros bienes de uso común en los que los usuarios han sabido crear y mantener instituciones autónomas que garantizan la reproducción y evitan la extinción. En otras condiciones, sobre todo en el caso de los recursos de uso común a gran escala y sin instituciones efectivas, la provisión el mantenimiento de estos bienes comunes puede fracasar. 




			 




			

			FUENTE 




			 




			La tragedia de los comunes 




			 




			«La tragedia de los recursos comunes se desarrolla de la siguiente manera. Imagine unos pastos abiertos a todos. Es de esperar que cada pastor intente hacer que tantas cabezas de ganado como sea posible pazcan en los pastos comunes... Como un ser racional, cada pastor trata de maximizar su beneficio. De manera explícita o implícita, más o menos conscientemente, se pregunta: 




			¿Cuál es la utilidad para mí de aumentar mi rebaño con un nuevo animal? Esta utilidad tiene un componente negativo y otro positivo. 




			 




			1) El componente positivo es una función del incremento que supone añadir un solo animal. Como el pastor recibe todos los beneficios de la  venta del animal añadido, la utilidad positiva es cercana a +1. 




			2) El componente negativo es una función de la utilización adicional de los pastos generada al añadir un animal más. Sin embargo, puesto que los efectos de la utilización adicional son compartidos por todos los pastores, la utilidad negativa de cualquier decisión particular tomada por un pastor es sólo una fracción de –1. 




			 




			Al sumar todas las utilidades parciales, el pastor racional concluye que la única decisión sensata para él es añadir otro animal a su rebaño. Y luego otro. Y otro más... Pero ésta es la conclusión a la que llegan también todos y cada uno de los pastores racionales que comparten los comunes. Ahí está la tragedia. Cada hombre está encerrado en un sistema que lo impulsa a aumentar su ganado de forma ilimitada, en un mundo que es limitado. La ruina es el destino hacia el que corren todos los hombres, al buscar cada uno su mayor provecho en una sociedad que cree en la libertad de los comunes. La libertad en los comunes trae la ruina a todos.» 




			 




			Garrett Hardin, 


			The Tragedy of the Commons (1968) 




			


			

			 






			PRUEBA RÁPIDA 




			 




			• ¿Por qué los grupos de interés y los gobiernos tratan de limitar la utilización de recursos de uso común? 




			 




			LA POLÍTICA DE LOS BIENES PÚBLICOS 




			 




			La lista de bienes públicos es interminable. Siempre se puede pensar en un nuevo mecanismo potencial que induzca o coaccione a la gente a cooperar o a comportarse de un modo que produzca efectos positivos al mismo tiempo en sí mismos y en los demás. Los bienes públicos o colectivos pueden ser provistos a los miembros de grupos bien definidos por familias, trabajo voluntario, comunas rurales, corporaciones patrimoniales, iglesias, gremios, sindicatos de trabajadores, mutuas, asociaciones profesionales, empresas privadas, organizaciones no-gubernamentales, fundaciones, así como por feudos, ejércitos, guerrillas, mafias, ciudades, estados soberanos, grandes imperios y organizaciones internacionales. Los medios para hacer que los individuos contribuyan a la provisión de bienes públicos son diversos y abarcan desde la mera coordinación o el afecto hasta la persuasión, las promesas, la confianza, la mutua disuasión, el control coactivo, los precios, las amenazas o la fuerza organizada. 




			Sin embargo, no todos los bienes públicos potenciales ni todos los modos de proveerlos son deseables o factibles. El ámbito de la actividad pública que puede ser satisfactorio y socialmente aceptado depende del número de beneficiarios potenciales de cada bien público potencial, de la intensidad de la preferencia de la gente por el bien, de la tecnología disponible y de los costes de la coordinación colectiva, la toma de decisiones y el aparato burocrático para proveer el bien. Como sospechaba el premio Nobel de Economía Paul A. Samuelson, toda función de gobierno que no posea las características antes definidas del bien público «debería ser examinada con cuidado para ver si es una función de gobierno realmente legítima». 




			 




			Conflictos redistributivos 




			 




			La provisión de bienes públicos comporta competencia y conflictos redistributivos porque, aun en el caso de que sean provistos a todos los miembros de la comunidad, en diferentes personas recaen diferentes beneficios y costes. Las diferencias pueden llegar al punto de que algunas personas consideren como un «bien» lo que para otras es un «mal». La defensa nacional, por ejemplo, puede ser tenida en muy alta consideración por muchos habitantes de un país amenazado por la invasión de una fuerza extranjera, pero algunos pueden rechazar que se confiera mayor poder a las fuerzas armadas por considerarlo un riesgo para el poder civil; los aranceles a las importaciones y la protección comercial pueden beneficiar algunas ramas de la industria, pero perjudican a los consumidores; las carreteras y las ferrovías son muy ventajosas para los transportistas, pero son una molestia para quienes viven en sus aledaños; algunas personas disfrutan de ciertas obras de arte puestas a disposición del público, en tanto que otras las rechazan por aburridas o absurdas. Así pues, los bienes públicos pueden ofrecer diferentes beneficios a diferentes personas, lo que puede hacer que su provisión sea controvertida o polémica. 




			Además, las personas pueden cambiar sus preferencias con respecto a la provisión y el uso de bienes públicos como consecuencia de innovaciones tecnológicas o morales. Algunos bienes pueden considerarse públicos en una comunidad y privados en otra. En el imperio romano tardío, por ejemplo, la vida familiar y el comportamiento sexual eran considerados de interés general e incluso los testamentos que eran juzgados malos por sus consecuencias sociales eran censurados en público. A lo largo de los siglos esta línea divisoria se ha desplazado mucho en diferentes lugares del mundo, recientemente hacia una ampliación del espacio de la privacidad. A partir de la segunda mitad del siglo veinte, al menos en Occidente, se ha considerado que las mujeres y los hijos tienen derecho a «una habitación propia» en la casa familiar (siempre, claro, que las condiciones de espacio lo permitan). 




			De hecho, cada bien colectivo es público para los miembros del grupo, pero privado para los no-miembros. Algunos muebles y utensilios domésticos, por ejemplo, son bienes públicos para los miembros de la familia o los habitantes del hogar, pero son privados para los demás; el jardín y la piscina pueden ser utilizados de manera colectiva por los residentes en los apartamentos de la finca, pero son privados para las otras personas; una escuela pública es un bien colectivo para los matriculados, pero los no-inscritos están privados de ella; una ley que establece un salario mínimo es un bien público para los trabajadores, pero no para los parados; la defensa es un bien público para los de dentro, pero un bien privado para los de fuera; las garantías de los derechos civiles son bienes públicos para los ciudadanos, pero bienes privados para forasteros y extranjeros; una lengua es un bien público para sus hablantes, pero un bien privado para los que no la conocen; y los bienes de la naturaleza deben considerarse bienes públicos para los habitantes de la Tierra, pero privados para los marcianos y otros alienígenas, si existen. 




			En cierto sentido, por tanto, todos los bienes públicos son bienes  de «club». Pero los diferentes clubes tienen también muy diferente número de miembros; en cada caso, mientras los incluidos puede que quieran preservar su acceso, los excluidos puede que pidan una mayor inclusión. Esta es la base para la política de elección y provisión de bienes públicos. 




			 




			El crecimiento del gasto público 




			 




			En general, los niveles absolutos y relativos de gasto público de la gran mayoría de los países han aumentado a lo largo de varias décadas. Hay dos tipos de explicaciones de ese crecimiento: una guiada por la demanda de los ciudadanos y otra dirigida por la oferta de los gobernantes. 




			Con respecto a la primera, la expansión de las intervenciones gubernamentales en ciertos campos de actividad se basa en la relación positiva que existe entre los niveles crecientes de prosperidad económica, social y política y las demandas crecientes de bienes públicos. Es un postulado conocido que el aumento de la renta per cápita fomenta las demandas sociales de bienes públicos. Estas demandas son particularmente intensas para las infraestructuras y los servicios intensivos en trabajo, los cuales comportan niveles relativamente altos de gasto público adicional. Volviendo a nuestro primer ejemplo, la producción privada de mejores coches genera una demanda de mejores carreteras públicas. 




			En países desarrollados y con libertad política hay una creciente disponibilidad de información y formación, la cual hace a las personas más conscientes de los beneficios potenciales que se desprenden de las decisiones colectivas, y más capaces de identificar comportamientos adecuados para obtener beneficios colectivos. Crece así también la demanda de servicios redistributivos para reducir las desigualdades sociales, entre ellos la seguridad social y las pensiones, que previamente eran cubiertas por las familias, las iglesias y otras instituciones. Si bien los servicios personales y las transferencias monetarias son de por sí bienes privados, las leyes y las instituciones que garantizan estos servicios a cada ciudadano (o a cada individuo perteneciente a una categoría bien definida de ciudadanos, como, por ejemplo, los ancianos) son formas ostensibles de bienes públicos.  




			Por el lado de la oferta, la democracia competitiva incita a partidos y candidatos a presentar ofertas y promesas de mayores servicios públicos capaces de obtener apoyos electorales. Una vez que el gasto público se ha expandido, las burocracias afianzadas tienden a oponerse a las reducciones, aun en el caso de que el crecimiento económico disminuya. 




			 


			

			



			RECUADRO 




			LA MEDICIÓN DE LA ACCIÓN GUBERNAMENTAL 




			 




			Contamos con varios medios para medir el «volumen» relativo de acción colectiva a través del gobierno en una sociedad. Un índice  habitual es la proporción de gasto público (GP) con respecto al producto interior bruto (PIB): 




			 




			GP/PIB 




			 




			El gasto público total incluye el gasto realizado por el gobierno central, las empresas públicas y el sistema de seguridad social, así como el realizado por los gobiernos locales y regionales. El peso de  los diferentes componentes del gasto público refleja las prioridades del gobierno y la sociedad, mientras que la proporción de gasto local  y regional sobre el gasto total refleja el grado de descentralización gubernamental. La cantidad de gasto público puede que no sea equivalente al total de los ingresos públicos, el cual es el resultado de la recaudación de impuestos, pero también de la imposición de multas, cuotas y cargas, y de los ingresos procedentes de las empresas públicas y de otras actividades gubernamentales, así como de la deuda y de la ayuda externa. A fin de comparar el gasto gubernamental entre los diferentes países, los valores deben traducirse a una sola unidad que tenga «paridad de poder adquisitivo», es decir, que refleje los precios relativos de una cesta de bienes y servicios en  cada moneda.  
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			FUENTES: Elaboración del autor para 17 países: Alemania, Australia, Austria, Bélgica, Canadá, España, Estados Unidos, Francia, Gran Bretaña, Holanda, Irlanda, Italia, Japón, Noruega, Nueva Zelanda, Suecia, Suiza, durante el período 1870-2005, con datos  de Vito Tanzi y Ludger Schuknecht, Public Spending in the 20th Century. A global perspective (2000), actualizados con datos del Fondo Monetario Internacional. 




			 


			

			Otras medidas del volumen de la acción de gobierno son la proporción de empleados públicos sobre el total de la población asalariada, o la cantidad de leyes y regulaciones, que son susceptibles de  ser contabilizadas por el número de páginas de legislación. 




			


			 


			

			Las siguientes observaciones factuales se ajustan bastante bien a este análisis. En los quince países más industrializados del mundo, la proporción de gasto público con relación al producto interior bruto (PIB) era de un 10 % de media en 1900, de un 30 % en 1960 y de un 45 % en 2015. En cada país, el gasto público crece más rápidamente en períodos de democracia que bajo las dictaduras. Los aumentos son más rápidos en los países desarrollados (entre los que Suecia alcanzó en algún momento el nivel más elevado con un gasto superior al 60 % del PIB) que en los países poco desarrollados. En éstos, el gasto público crece más rápido en los países con regímenes democráticos y niveles relativamente altos de educación; por ejemplo, en las democracias recientes en los países de América latina, la proporción de gasto público sobre la producción de cada país ha pasado del 10 al 20 % (siempre, por supuesto, en números redondos). 




			Estados Unidos y la Unión Europea, con niveles similares de desarrollo económico y libertad política, se han acercado en sus niveles relativos de gasto público. En EE.UU., el gasto público total (federal, estatal y local) pasa ligeramente del 40 % del PIB. El minúsculo presupuesto de la Unión Europea coexiste con los presupuestos aún muy fuertes de los estados miembros, en los que hay niveles altos de luchas redistributivas, de modo que la media de gasto público total pasa del 45 %. 




			 




			PRUEBA RÁPIDA 




			 




			• ¿Por qué la red o www es un bien público? 




			 






			 




			CONCLUSIÓN 




			 




			En este capítulo hemos trazado una línea conceptual entre los dominios de la actividad política y de los asuntos privados. Hemos visto como los problemas para garantizar contribuciones individuales suficientes a la provisión de bienes públicos explican la existencia y la función del gobierno y de otros dispositivos coercitivos puestos en práctica por los seres humanos para satisfacer sus intereses comunes. 




			 


			

			



			CASO 


			

			LOS BIENES PÚBLICOS IMPLICAN REDISTRIBUCIÓN 




			 




			Si bien ciertos bienes públicos se pueden considerar globales o universales, ya que son capaces de satisfacer intereses comunes muy amplios y beneficiar a muchas personas, otros bienes colectivos implican una mayor competición entre diferentes grupos porque comportan beneficios distribuidos desigualmente o redistribuciones significativas de recursos. Los bienes más globales para los individuos que viven en este planeta son la diversidad de seres humanos, las otras especies animales y vegetales, la atmósfera, los mares y océanos, junto con los ríos, los lagos y los bosques. Otros bienes públicos mundiales son el mapa y las imágenes de la Tierra captadas por satélite, el calendario y el horario, muchos pesos y medidas, y la red (www). Si se respetan y cumplen los medios adecuados para garantizar su supervivencia, la práctica totalidad de los miembros del género humano puede acceder a estos bienes. Algunos bienes públicos no tan globales, pero ampliamente provistos son las monedas comunes y las leyes de libre comercio, los descubrimientos científicos y los inventos técnicos, así como productos culturales como las obras literarias, musicales o artísticas. Su provisión y mantenimiento requieren importantes esfuerzos y acuerdos colectivos, aunque no necesariamente una autoridad de tipo estatal. 




			En el seno de comunidades más reducidas, los bienes públicos básicos son la seguridad, la defensa, la libertad, los derechos civiles y la justicia que garantizan su ejercicio, de cuya provisión se encargan de manera característica gobiernos bien establecidos. Más desigualmente beneficiosos para diferentes grupos de individuos son las vías de ferrocarril, las carreteras y las autopistas, los puentes y los túneles, los puertos y los aeropuertos, los faros, las señales de tráfico y los semáforos, los parques, las bibliotecas y los museos. Entre los bienes públicos que comportan una competición redistributiva aún más elevada se cuentan la legislación laboral, las regulaciones profesionales, las escuelas y la educación, los hospitales y la atención sanitaria, así como otros servicios sociales que pueden ser deseados o aceptados por la comunidad, como, por ejemplo, los subsidios de paro y las pensiones de vejez. 




			


			

			 






			Lo expuesto en las páginas anteriores nos permite presentar dos Proposiciones fundamentales: 




			 




			• Los bienes públicos. A diferencia de los bienes privados, que pueden ser provistos satisfactoriamente por el mercado u otras iniciativas privadas, la provisión de bienes públicos requiere cooperación o coerción, ya sea por medio de una acción colectiva o de un gobierno efectivo. 




			• El crecimiento del gobierno. La demanda de bienes públicos y los niveles relativos de gasto público tienden a aumentar con la prosperidad económica, la estabilidad institucional y el gobierno democrático. 




			 




			Éstos serán fundamentos sólidos para el ulterior estudio de las reglas y los procedimientos políticos para la toma de decisiones colectivas a lo largo de este libro. 




			 




			RESUMEN 




			 




			• Cabe trazar una línea divisoria entre el ámbito de la actividad pública y el de los asuntos privados con la ayuda del concepto de bien público, como contrapuesto al de bien privado. 




			• Los bienes públicos son indivisibles y son ofrecidos conjuntamente a sus usuarios potenciales. 




			• Los individuos interesados en utilizar bienes públicos puede que no tengan incentivos para contribuir a su provisión debido a que confían en que no serán excluidos de su disfrute. La cooperación y la coerción, ya sea por medio de la acción colectiva o del gobierno efectivo, son necesarias para la provisión de bienes públicos. 




			• Una «externalidad» o el efecto externo de la acción de ciertas personas sobre la satisfacción o la utilidad de otras, comporta la producción de un bien o un mal públicos. 




			• Los bienes «en red» son los que dan mayores beneficios potenciales a cada usuario cuanto mayor es el número de usuarios, como ocurre con las lenguas, los sistemas de pesos y medidas, las monedas y la red. Son bienes cuya provisión no comporta problemas institucionales importantes. 




			• Los bienes públicos «puros» son los que pueden ser usados por un número mayor de personas sin que se reduzca la satisfacción o la utilidad para los demás, como es el caso de la defensa o los avances en el saber. Pueden ser provistos en la cantidad que se desee a los usuarios potenciales a través de medios institucionales apropiados. 




			• Los bienes públicos «con rivalidad» son aquellos en los que el aumento de usuarios disminuye o incluso puede eliminar la utilidad para los otros usuarios, como puede suceder con el aire, las reservas de agua, las carreteras y los hospitales. 




			• La rivalidad se puede reducir y la congestión se puede evitar mediante la provisión privada del bien o la exclusión imperativa de algunos usuarios potenciales. Esto comporta la creación de bienes de «club», que pueden requerir el pago de peajes, entradas y cuotas, como puede ser el caso de las carreteras y los hospitales. 




			• Los bienes «comunes» son bienes con rivalidad o congestivos sobre los que no cabe imponer una exclusión, como el aire libre y las reservas de agua. El autogobierno de una pequeña comunidad puede proporcionar y mantener algunos recursos de uso común, pero en el caso de grandes grupos, la provisión y el mantenimiento de bienes comunes puede fracasar en ausencia de una autoridad coercitiva. 




			• La provisión de bienes públicos puede comportar competencia redistributiva porque las personas pueden tener preferencias diversas en relación con diferentes bienes y pueden recibir beneficios y costes diferentes por su provisión, hasta el punto de diferir en cuanto a si algunos son bienes o males públicos. 




			• La demanda de bienes públicos y los niveles relativos de gasto público tienden a expandirse con la prosperidad económica, la estabilidad institucional y el gobierno democrático. 




			 




			

			CONCEPTOS BÁSICOS 




			 




			Bien público o colectivo. Un bien indivisible que es ofrecido de manera conjunta a todos los usuarios potenciales. 




			Bien privado o individual. Un bien divisible que puede usarse individualmente. 




			Externalidad. El efecto de la acción de alguien sobre la utilidad para otras personas, ya sea positivo o negativo. 




			Bien en red. Da mayores beneficios a cada usuario cuanto mayor es el número de usuarios. 




			Bien público puro. Puede ser usado por una persona sin reducir la utilidad para otro usuario. 




			Bien con rivalidad o congestivo. El uso que una persona hace del bien disminuye la utilidad para otras personas que usan el mismo bien. Bien de club. El bien que usan algunas personas mediante la exclusión de otras. 




			Comunes. Bienes con rivalidad o congestivos sobre los que no cabe imponer una exclusión y que pueden agotarse. 




			


			

			 




			

			PREGUNTAS DE REPASO 




			 




			1. ¿Qué diferencia hay entre bienes públicos y bienes privados? 




			2. ¿En qué consiste la diferencia entre bienes públicos «puros» y bienes públicos «con rivalidad»? 




			3. ¿Qué es un bien de club? 


			

			4. ¿Qué son los bienes comunes? 




			


			

			 




			

			PROBLEMAS Y APLICACIONES 




			 




			1. ¿Por qué los estudiantes caminan por el césped? 




			 




			2. Ponga algunos ejemplos de externalidades positivas y negativas que puedan ser asociados con bienes y males públicos. 




			 




			3. Enumere los bienes y servicios que proporciona el ayuntamiento de su ciudad. 




			a. Exponga cuáles son bienes públicos, con rivalidad y de club. 




			b. ¿Considera que proporciona servicios que no son bienes públicos? 




			 




			4. Busque datos relativos al gasto público en proporción al producto interior bruto para una selección de cinco países por lo menos. Los países deben tener niveles de renta per cápita diferentes y entre ellos debe de haber al menos una democracia antigua, una democracia reciente y una dictadura. Analice. 
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			Acción colectiva 




			 




			Los bienes públicos no siempre se proveen de una manera eficiente y equitativa a los diferentes grupos de la sociedad. Ello se debe a que la provisión de bienes públicos no depende del coste de los bienes, sino de los costes de la acción colectiva capaz de lograr esa provisión. Mientras algunos grupos son muy efectivos a la hora de organizarse y promover sus intereses, algunos grupos de interés ni siquiera pueden garantizar el desarrollo de una acción colectiva. 




			En este capítulo presentamos un enfoque «individualista» de los problemas de la provisión de bienes públicos basado en el supuesto fundamental de que cada individuo puede decidir si participa o no en la acción colectiva dependiendo de los costes y los beneficios esperados. Veremos cómo los miembros de grupos pequeños, entre ellos, por ejemplo, las organizaciones empresariales por ramas, las asociaciones profesionales y los grupos de presión agrarios, pueden ser más efectivos a la hora de obtener bienes públicos que los grupos grandes, dispersos y heterogéneos, como los consumidores, los trabajadores asalariados y las personas con bajos ingresos. Cabe establecer relaciones similares entre las comunidades políticas o los países de diferente tamaño. 




			



	    


	 	

	    

			 




            EN ESTE CAPÍTULO 




			 




			Analizaremos por qué algunas personas no contribuyen a fomentar sus intereses comunes con otras personas. 


			 


			

			Aprenderemos en qué consiste el problema del «polizón». 


			 


			

			Consideraremos la importancia que tienen los bienes privados y los incentivos selectivos en organizaciones para la acción colectiva. 

			 



			Pensaremos en la «voz» y la «salida» como formas rivales de acción. 

			 



			Reflexionaremos acerca de las ventajas que los grupos y los países pequeños tienen a la hora de conseguir que sus demandas de bienes públicos sean satisfechas. 




			



	    


	 	

	    

			 




            LA LÓGICA INDIVIDUAL 




			 




			¿Por qué no todos los países cooperan en proporciones comparables a la conservación de los recursos naturales? Algunos países cumplen con los tratados internacionales sobre limitación de la pesca, la explotación de las aguas marinas o los límites a las emisiones de gases, pero otros no lo hacen. ¿Por qué razón los países pequeños aportan en términos proporcionales menos que los países grandes a la defensa común? Algunos países no se defienden a sí mismos, sino que dependen de tratados internacionales y de alianzas. 




			¿Por qué los consumidores no están suficientemente bien organizados para velar por garantías de salubridad y precios justos en los productos del mercado? En el mejor de los casos, confían en que una autoridad pública lo haga. ¿Por qué no existen organizaciones colectivas de vastas masas de contribuyentes, de personas con bajos ingresos y de trabajadores sin empleo? ¿Por qué tantas ciudades sufren atascos de tráfico y embotellamientos en el centro pese a contar con transportes públicos? ¿Por qué los estudiantes caminan por el césped? 




			Durante bastante tiempo, los científicos sociales que analizaban las relaciones internacionales, las presiones de los grupos de interés, las luchas de clases o los movimientos sociales supusieron, a menudo de manera implícita, que si un interés común podía identificar a un grupo, ese grupo de algún modo se organizaría y trataría de promover su interés. Pero en realidad, tal como sugieren los ejemplos que hemos mencionado en los párrafos anteriores, muchas personas no se incorporan a una organización o no actúan coherentemente para promover sus intereses colectivos. La paz, la defensa, la seguridad, la salud pública, las leyes que regulan contratos de trabajo equitativos, el aire puro, el transporte, un ambiente agradable, que constituyen intereses comunes de algunos de los grupos antes mencionados, pueden todos ellos ser considerados bienes públicos. Pero su provisión no depende del coste de los bienes, sino de los costes de la acción colectiva para lograr esa provisión. 




			 




			La función de la acción colectiva 




			 




			Cabe analizar los problemas de la acción colectiva a partir de dos supuestos que no deberían sorprender mucho al lector tras leer el capítulo anterior: 




			 




			• El interés común de los miembros de un grupo puede definirse como un bien público. 




			• La acción colectiva para proveer bienes públicos depende de las decisiones de los individuos. 




			 




			Al igual que sucede en muchas decisiones humanas, la participación en acciones colectivas y la contribución a la provisión de bienes públicos se pueden explicar por beneficios y costes estimados subjetivamente. En este enfoque, cada decisión individual tiene una recompensa esperada, que podemos denominar R, la cual depende de los beneficios, a los que denominaremos B, y sus costes, C. Así, para bienes privados: R = B–C. Si el valor de R es positivo, es decir, si los beneficios previstos de un bien, pongamos por caso un iPod, son mayores que su coste, para el individuo será racional llevar a cabo tal acción, por ejemplo, comprar el bien. 




			La cuestión es que para todos los bienes públicos como los que acabamos de referir, incluidos la defensa, la seguridad, las obras públicas, las escuelas, el aire puro, el transporte, etcétera, cada individuo puede esperar obtener los beneficios sin pagar sus costes, dado que aun en el caso de no cooperar, el individuo puede esperar que no se le impedirá acceder al bien. Con la misma lógica que acabamos de presentar para las decisiones privadas, un individuo decidirá participar en una acción colectiva conducente a la provisión de un bien público sólo si su contribución puede influir de manera significativa en el resultado final, es decir, si el beneficio marginal obtenido con su acción (el beneficio adicional producido por su acción en comparación con el que cabría esperar si no se produjera esa acción) es más elevado que el coste de la acción. 




			Más formalmente, la lógica individual de la decisión de participar o no se puede representar mediante esta función de la acción colectiva: 




			 




			R = B*P – C 




			 




			Esto significa que la recompensa (R) para un individuo por participar en una acción colectiva es igual al beneficio (B) de acceder al bien público multiplicado por la probabilidad (P) de que su acción sea efectiva para la provisión del bien público, menos el coste que conlleva participar (C). Si el valor de R es positivo, participar es una decisión sensata; si el valor de R es negativo, puede que participar en esa acción no merezca la pena. 




			Obsérvese que la misma función puede aplicarse a los bienes privados, pero en este caso P siempre es igual a uno, dado que, en el caso de los bienes privados, la acción individual (en general, el pago de un precio) siempre es decisivo para la obtención del bien. En cambio, en el caso de los bienes públicos que pueden obtenerse sin pagar ningún precio, los beneficios que se esperan del bien están ponderados por lo decisiva que sea la acción individual, P, cuyos valores oscilan entre cero y uno. En general se supone que P es una función inversa del número de personas del grupo de interés: P = 1/N (en la que N es el número de personas en el grupo). 




			 




			Beneficios y costes ponderados 




			 




			Analicemos por separado los componentes de la función de la acción colectiva, que siempre tienen valores subjetivos. Los beneficios de participar en una acción colectiva en parte dependen, tal como hemos visto en el capítulo anterior, del tipo de bien público de que se trate. En concreto, para bienes públicos comunales o puros, la participación individual puede ser muy gratificante mientras que, en cambio, los beneficios derivados de contribuir a la provisión y el mantenimiento de un bien público con rivalidad o agotable, como puede ser un recurso natural o de propiedad común, están condicionados por la contribución de otros. 




			Asimismo, los beneficios de un bien público no son iguales para todos. Algunos individuos pueden tener mayor interés en la obtención de un bien público porque puede que su oficio, profesión o fortuna dependan de ello en mayor medida que otros individuos. Consideremos, por ejemplo, el caso de la fábrica interesada en tener una carretera adecuada para el paso de grandes camiones que mencionamos en el capítulo anterior. Si bien la carretera puede proporcionar beneficios colectivos indivisibles a todos los vecinos de la localidad, los propietarios de la fábrica pueden tener un interés mayor y por ello pueden estar más dispuestos a pagar por tenerla que quienes residen en los alrededores, los cuales pueden tener acceso a otras vías de transporte. Análogamente, las personas más ricas pueden tener mayor interés que los ciudadanos más desvalidos en un sistema que garantice su seguridad frente a los ladrones, y menos interés en las pensiones públicas; las personas cultas pueden tener más interés que sus conciudadanos menos educados en apoyar las artes y las bibliotecas públicas, etcétera. 




			Diferentes formas de acción colectiva comportan también costes diferentes, desde los menores de firmar una petición hasta los enormes de participar en una lucha armada, por mencionar sólo dos formas extremas. Asimismo, los costes de participar en acciones colectivas son ponderados de manera diferente por individuos diferentes, ya sea en términos de dinero, de tiempo o de esfuerzo. Mientras que para algunas personas asistir, por ejemplo, a reuniones y asambleas puede suponer una pérdida de tiempo, para otras con menos oportunidades alternativas de ocio puede ser una ocasión agradable de reunirse con gente interesante. En una jornada electoral, algunos individuos pueden valorar más que otros la experiencia de ser considerados personas con la misma dignidad y valor que todas las demás, en contraposición con las jerarquías, los estatus, las desigualdades y las discriminaciones que en general experimentan en la vida cotidiana. Mientras que algunas personas pueden sentir que acudir a una manifestación es algo embarazoso, otras pueden disfrutar del placer de caminar libremente por en medio de la calle. Asimismo, una persona puede cambiar su valoración de la participación en la acción pública y de la dedicación a actividades privadas en diferentes épocas de su vida y de su evolución personal. 




			Todas estas diferentes percepciones individuales pueden dar lugar a desacuerdos internos y conducir a diferentes niveles de provisión de bienes públicos en grupos y comunidades diferentes, como analizaremos en la siguiente sección. Pero cabe suponer que, en el seno de cada grupo, las diferentes valoraciones individuales de los beneficios y los costes se hallan en proporciones comparables y se compensan mutuamente. De este modo es posible hacer predicciones contrastables al nivel de grupo colectivo: 




			 




			• En primer lugar, para cualquier grupo, la participación en la acción colectiva debe ser mayor para la consecución de bienes públicos puros o en red, cuya producción depende positivamente del número de individuos que participan, que para la provisión o el mantenimiento de bienes con rivalidad o comunes, cuyo éxito se halla sujeto a la participación de otras personas. 




			• En segundo lugar, deberíamos prever una mayor participación en acciones de bajo coste, como la firma de peticiones o el voto, que en otras que exigen un esfuerzo más continuado, como la asistencia a reuniones o asambleas frecuentes, el pago de cuotas de organización, la contribución voluntaria a los impuestos o el boicoteo de productos, y aún mayor que en otras que comportan algún riesgo importante, como la participación en concentraciones populares, manifestaciones, protestas colectivas, huelgas o incluso el alistamiento en milicias de voluntarios o unidades militares. 




			• La participación en acciones colectivas debería ser más numerosa y estable en condiciones de libertad que bajo una dictadura, es decir, cuando ninguna de las acciones que acabamos de mencionar comporta la imposición de multas o sanciones, el encarcelamiento, la deportación o algo peor. La demanda y la provisión de bienes públicos y el subsiguiente nivel de gasto público, por tanto, deberían ser relativamente mayores en los regímenes democráticos que en los autoritarios, tal como señalamos en el capítulo anterior. 




			• Por último, si el grupo o la comunidad es compacto y homogéneo, y sus miembros comparten intereses comunes en un elevado número de bienes colectivos diferentes, los beneficios individuales de la acción colectiva y, por tanto, la probabilidad de que el grupo se organice, deberían ser mayores que en conjuntos de individuos dispersos y heterogéneos con sólo un interés común y muchas cuestiones que los dividen. En los grupos relativamente homogéneos, los costes de una única organización pueden facilitar la persecución de muchos bienes provechosos. 




			 




			El polizón 




			 




			Cabe notar que la diferencia clave entre las decisiones individuales relativas a los bienes privados y las relativas a los bienes públicos deriva de la variable P en la función de la acción colectiva. P expresa las creencias acerca de la probabilidad de alcanzar la meta de la acción colectiva, la cual depende de las estimaciones sobre cuánta gente puede participar. El valor de P es subjetivo: algunas personas pueden disponer de más recursos, más información o más experiencia que otras para evaluar el resultado probable de cada intento de organizar el grupo, por lo que ponderarán de manera diferente las ventajas y desventajas esperadas de participar en acciones colectivas. Pero P tiene que ser sustancial para que el individuo participe. Si P es muy pequeño, el producto B*P será asimismo muy pequeño, y un coste menor, C, puede bastar para disuadir al individuo de participar. En muchos casos, cuando el grupo con un interés común incluye a mucha gente, lo cual puede hacer insignificante la contribución individual y, por tanto, que P sea muy pequeño, un individuo medio puede abstenerse. 




			En la lógica individual de la acción colectiva presentada aquí, la abstención no significa que el individuo no esté sinceramente interesado en acceder al bien público que la acción colectiva procura conseguir. Al contrario, cada persona que se abstiene espera conseguir el bien sin participar; por decirlo con una expresión común, espera ser un «polizón», es decir, uno que «gorrea» o «viaja» gratis a expensas de los que pagan el coste. Pero si todos usaran la misma lógica y trataran de viajar gratis, nadie participaría en las acciones colectivas, cooperaría ni contribuiría a la provisión de bienes públicos. Los grupos de interés no estarían organizados de un modo que les permitiera satisfacer el interés común de sus miembros. 




			Ésta es la paradoja colectiva que puede producirse gracias a decisiones individuales en apariencia razonables tendentes a satisfacer intereses colectivos. De hecho, muchas personas no contribuyen con cantidades importantes de dinero a las causas colectivas que apoyan, al igual que evadirían el pago de impuestos si no se les persiguiera legalmente por hacerlo; algunas personas no se molestan en ir a votar en determinadas elecciones y algunas organizaciones de voluntarios se desmoronan por falta de asistencia a las reuniones y asambleas regulares; las compañías pesqueras no se abstienen de sobreexplotar determinadas especies aun a riesgo de destruir las pesquerías de altura; las industrias contaminan el aire y erosionan la atmósfera, etcétera. Dicho de otro modo, muchos bienes públicos en los que la gente está sinceramente interesada están escasamente disponibles por falta de participación en los esfuerzos colectivos. 




			 




			Incentivos selectivos 




			 




			Uno de los mecanismos para que la gente participe en acciones colectivas destinadas a facilitar la provisión de bienes públicos puede ser la oferta condicional de bienes privados a los participantes. Esto crea incentivos selectivos para que los individuos cooperen. En esta categoría cabe incluir desde el reconocimiento social hasta la censura moral, desde las multas a los que se abstienen hasta las ventajas profesionales para los miembros de una asociación. A diferencia de los bienes públicos, un individuo puede acceder al bien privado indivisible o librarse del mal privado sólo si contribuye de manera apropiada, en este caso mediante la cooperación o la participación en la acción colectiva. En este sentido, los incentivos son «selectivos», es decir, se ofrecen de forma individual, no conjuntamente. 




			La adición de esta variable puede cambiar el signo de la función básica individual de la acción colectiva que presentamos antes, de modo que un resultado negativo se convierta en uno positivo. Ahora tenemos: 




			 




			R = B*P – C + D 




			 




			Donde D representa los incentivos selectivos (la elección de la letra D es sólo para no confundirse con B, C, etcétera). 




			Uno de los ejemplos clásicos de acción colectiva que comporta fuertes intereses selectivos para sus miembros son los sindicatos y sus mecanismos de afiliación obligatoria y de piquetes. Obsérvese que el aumento de los salarios, la reducción de horas de trabajo, las mejores condiciones laborales y una legislación laboral favorable que los sindicatos suelen reivindicar son bienes públicos que se pueden proveer a todos los trabajadores con independencia de su afiliación a un sindicato o su participación en acciones colectivas como manifestaciones y huelgas. Los sindicatos utilizan incentivos a la vez positivos y negativos para atraer a trabajadores interesados en esos bienes a participar. En algunos países, los sindicatos de trabajadores industriales lograron que la afiliación sindical fuera obligatoria apoyándose en tradiciones bien consolidadas durante varios siglos de gremios y organizaciones de artesanos. Cuando un sindicato es reconocido por la empresa, el ramo industrial o la organización patronal en la negociación colectiva, puede hacer que la afiliación al sindicato sea una condición para la contratación. Las empresas pueden deducir entonces las cuotas sindicales directamente de los sueldos y salarios. Por otro lado, los activistas sindicales también pueden ejercer coerción sobre los trabajadores. En caso de conflicto, los piquetes y la censura moral pueden disuadir a posibles «esquiroles» de romper una huelga. 




			El declive de la afiliación sindical obrera desde fines del siglo veinte fue el resultado de varios factores que se pueden entender claramente con nuestro enfoque de los problemas de la acción colectiva. Del lado positivo, los gobiernos adoptaron algunos de los incentivos selectivos que antes habían ofrecido los sindicatos, entre ellos el seguro de desempleo, lo que hizo menos atractivos los mecanismos sindicales de mutuo apoyo. Del lado negativo, algunos gobiernos, empezando de forma más notoria por el del Reino Unido a partir de la década de 1980, facilitaron el «viaje gratis» de los trabajadores individuales mediante el establecimiento de la afiliación libre no vinculada al empleo y la introducción de la votación secreta en las decisiones sobre las huelgas y en las elecciones. Ciertamente la afiliación sindical disminuyó notablemente durante los años siguientes. 




			Otro caso fácilmente contrastable se refiere a las organizaciones profesionales. En ciertos países, las asociaciones de abogados, médicos y arquitectos dan licencias restrictivas para el ejercicio de la profesión en sus respectivas zonas. Cualquier profesional que trabaje sin el permiso de la asociación, cuya obtención supone el pago de una cuota regular, puede ser denunciado por actividad ilícita. En cambio, otras profesiones como los politólogos, los economistas o los sociólogos sólo pueden recurrir a incentivos positivos más frágiles, como la información sobre el mercado laboral o el entretenimiento social, para atraer miembros hacia sus asociaciones. Lógicamente, en los países en que se aplican diferentes regulaciones a distintas profesiones, las organizaciones en las que la afiliación es voluntaria tienen unos porcentajes de afiliación mucho menores con relación al conjunto de todos los licenciados en el campo de actividad que aquellas que requieren la afiliación obligatoria para el ejercicio de la profesión. 




			Como hemos sugerido, los incentivos ofrecidos selectivamente en cualquier tipo de grupo sólo a aquellos individuos que participan en la acción colectiva pueden ser materiales o morales, así como positivos o  negativos. Entre los incentivos materiales positivos cabe incluir los regalos y obsequios, los beneficios extras para los miembros de la organización como, por ejemplo, información sobre el mercado laboral, seguros, clubes, descuentos en tiendas, hoteles o alquiler de coches, en tanto que los incentivos materiales negativos pueden consistir en cuotas, impuestos o multas. Los incentivos morales pueden ser positivos en forma de prestigio, buena reputación, honores y premios, acceso a redes sociales y oportunidades para hacer amistades, así como negativos, incluidos las condenas y castigos colectivos que conllevan culpa y vergüenza. Se suele estimar que los incentivos negativos pueden ser efectivos para producir participación a corto plazo de muchas personas (por ejemplo, hacer que la gente acuda a las urnas mediante multas a los abstencionistas), mientras que una participación estable en grupos más pequeños puede requerir incentivos positivos.  




			 




			

			

			CASO  


			

			BENEFICIOS Y COSTES DE VOTAR 




			 




			Votar en unas elecciones políticas de masas es un caso destacado de participación individual en una acción colectiva por un bien público. El resultado electoral, es decir, los votos obtenidos por cada partido y la subsiguiente formación de gobierno, es vinculante para todos independientemente de su participación y es, por tanto, un bien público sobre cuya provisión cada individuo tiene una influencia escasa. Como sucede con todos los bienes públicos, cabe sostener que para un individuo la abstención puede ser una decisión racional. Pero votar suele ser una acción de «beneficio bajo y coste bajo» que puede ser fácilmente incentivada. De hecho, en las elecciones políticas de masas, la concurrencia es siempre positiva, aunque en diferentes proporciones, las cuales pueden ser explicadas por diferentes beneficios y costes. 




			En el plano individual, las personas con mayor renta, los miembros de la mayoría étnica en la comunidad, los más educados y de mayor edad tienen mayor propensión a votar, probablemente porque tienen más información y se juegan más con los resultados electorales. Algunas personas también pueden sentirse motivadas por incentivos morales, como ser reconocidos como ciudadanos con derechos iguales o cumplir con su «deber cívico». A nivel colectivo, la participación electoral es relativamente mayor en los países pequeños, como predice la teoría de la acción colectiva para los grupos pequeños. La concurrencia es más alta en elecciones de instituciones generales con elevados beneficios potenciales que a cargos locales, regionales y otros relativamente menos influyentes. Por ejemplo, mientras que en las elecciones estatales en Europa la media de votantes es más del 70 %, en las elecciones al Parlamento Europeo el número de votantes se reduce a un 55 %. Por la misma razón, las elecciones simultáneas a varias instituciones aumentan la participación. Esto se puede observar en países con elecciones estatales y locales concurrentes y no concurrentes, así como en Estados Unidos con elecciones presidenciales y a medio mandato cuyos niveles de participación electoral están en torno al 60 % y el 30 %, respectivamente. La participación electoral también tiende a aumentar con grandes crisis políticas y con temas de campaña muy relevantes y divisivos, que acrecientan lo que se juega en las elecciones, así como con resultados reñidos e inciertos que aumentan el carácter aparentemente decisivo de cada voto. 




			En lo relativo a los incentivos institucionales, la participación electoral aumenta, sobre todo, con el voto obligatorio, que impone costes importantes a la abstención. En algunos países, a la gente que se abstiene de votar en las elecciones políticas se le exige que presente un justificante o que demuestre que el día de la votación estaba ausente de su lugar de residencia; los abstencionistas pueden recibir multas o penas de prisión, ser privados del derecho de voto u otros derechos civiles, así como tener dificultades para acceder a empleos o servicios públicos. En Australia, Bélgica, Luxemburgo y otros países en los que el voto es obligatorio, la participación electoral suele ser tan alta como el 90 %. También cabe ofrecer incentivos positivos mediante otras reglas que reducen los costes de votar, como, por ejemplo, el registro automático de los electores, la votación en día festivo y el acceso fácil a las urnas. 


			

			


			

			 


			

			



			La capacidad de los incentivos selectivos de promover la acción colectiva permite explicar la participación como un subproducto de actividades motivadas por la adquisición de bienes privados. Esto no supone, una vez más, que los miembros de una comunidad, sindicato, asociación, organización no gubernamental o cualquier grupo voluntario no tengan un interés sincero en lograr el bien público que define el interés común de los miembros del grupo. Los incentivos selectivos son sólo un mecanismo para solucionar el problema del polizón o gorrón que puede poner en apuros la acción colectiva, especialmente en grupos grandes de gente dispersa. 




			De manera similar a otras organizaciones colectivas, los gobiernos utilizan de forma sistemática mecanismos de coerción, como el servicio militar obligatorio, los impuestos y las multas, para que la gente cumpla con las contribuciones que permiten respaldar y financiar bienes públicos en los que muchos ciudadanos pueden estar interesados. Los beneficios subsiguientes, como la defensa, el orden y los servicios públicos, son ofrecidos a todos tanto si se ha servido en el ejército, se han pagado los impuestos y las multas como si no. Pero precisamente por esta razón, muchas personas pueden intentar eludir sus contribuciones individuales, aunque consientan o voten a favor del mantenimiento del grupo o la comunidad. 




			Una objeción frecuente al postulado del subproducto que hemos presentados en los párrafos precedentes es que puede explicar cómo se mantiene una organización, pero difícilmente cómo y por qué fue creada. Aunque los bienes privados facilitados sean muy atrayentes o disuasorios, parece razonable suponer que la mayoría de la gente se unirá sólo a aquellas asociaciones que se definen por un fin que comparten. No hay muchas personas que quieran afiliarse a un sindicato, por ejemplo, sólo para poder disfrutar de sus vacaciones organizadas. La identificación de un interés común puede ser, por tanto, una restricción a la afiliación potencial. Así, podemos establecer que la mayoría de las personas participa sólo en acciones colectivas y organizaciones orientadas a proveer un bien público en el que están interesadas. Pero muchas puede  que lo hagan sólo si otras actividades y aspectos del grupo, que pueden englobarse de manera sucinta en la categoría de «incentivos selectivos», son lo suficientemente atractivos para evitar la tentación del gorreo y la subsiguiente abstención. 
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